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INADMISIBILIDAD

VALENTINA DE ANDRADE
BRASIL
20 de marzo de 2012
I.
RESUMEN

1. El 24 de octubre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por W.R.M. contra la República Federativa de Brasil (en adelante, “Brasil” o “el Estado”) en representación de Valentina de Andrade (en adelante, “la presunta víctima” o “la señora de Andrade”).  El 17 de enero de 2007 se recibió otra petición presentada en nombre de la asociación Lineamiento Universal Superior (en adelante también “LUS”) relativa a los mismos hechos, la cual el 8 de mayo de 2007 fue acumulada a la presente petición de acuerdo a lo previsto en el artículo 29(1)(d) del Reglamento de la CIDH.  De acuerdo a lo indicado en la petición presentada por W.R.M. y por LUS (en adelante “los peticionarios”)
 la señora de Andrade fue acusada de ser la autora intelectual de los crímenes que llevaron a la muerte de cinco niños en un ritual satánico ocurrido en el año 1992 en Altamira, Estado de Pará.  
2. Los peticionarios sostienen que la Fiscalía no presentó prueba alguna que acreditara la culpabilidad de la presunta víctima y tergiversó además el contenido de un libro de su autoría; que la prisión preventiva dictada contra la señora de Andrade durante tres meses fue arbitraria; que no se le proporcionó adecuada atención médica durante su privación de libertad; y que se violó el debido proceso, en particular debido a la alegada inefectividad de los recursos disponibles y duración excesiva del proceso.  Por su parte el Estado señala que los hechos alegados no caracterizan una violación a los derechos consagrados en la Convención Americana dado que se respetaron todas las garantías procesales de la presunta víctima; que la prisión preventiva no fue arbitraria; y que las condiciones carcelarias fueron adecuadas.  Señala asimismo el Estado que los peticionarios no han agotado los recursos de jurisdicción interna.
3. Tras analizar la información disponible, y verificar el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad consagrados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión declaró el caso inadmisible debido a que de la información proporcionada por ambas partes, no se pueden identificar elementos que caractericen una violación a la Convención Americana. La Comisión decide remitir el informe a las partes, publicarlo e incluirlo en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
4. La Comisión Interamericana recibió la petición el 24 de octubre de 2003.  W.R.M. aportó información adicional el 15 de abril de 2004 y el 17 de enero y 10 de mayo de 2007.  Por otra parte, el 17 de enero de 2007 la CIDH recibió una petición presentada en nombre de la asociación Lineamiento Universal Superior relativa a los mismos hechos, la cual fue acumulada a la presente petición el 8 de mayo de 2007 de acuerdo a lo previsto en el artículo 29(1)(d) el Reglamento de la CIDH.  Los peticionarios enviaron información adicional el 11 y 25 de julio de 2007.
5. El 14 de marzo de 2008 la CIDH transmitió copia de las partes pertinentes al Estado otorgándole un plazo de dos meses para someter sus observaciones.  El 16 de diciembre de 2008 se recibió la respuesta del Estado, cuyas partes pertinentes fueron trasladadas a los peticionarios el 13 de enero de 2009.
6. Los peticionarios presentaron observaciones adicionales el 23 de marzo, 14 de agosto y 28 de octubre de 2009; 22 de febrero, 25 de mayo y 1 de septiembre de 2010; y 3 de febrero de 2011.  Por su parte, el Estado remitió observaciones adicionales el 29 de mayo y 22 de septiembre de 2009; y el 11 de enero, 14 de abril y 10 de agosto de 2010.  Estas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a la respectiva parte contraria. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
7. De acuerdo a lo indicado en la petición original, Valentina de Andrade fue acusada de ser la autora intelectual de los crímenes que llevaron a la muerte de cinco niños en un ritual satánico ocurrido en el año 1992 en Altamira, Estado de Pará.  El juicio se inició en agosto de 2003 y el 4 de septiembre de 2003 se decretó la prisión preventiva en contra de la presunta víctima.  
8. Manifiestan los peticionarios que no se presentó prueba alguna que acreditara la culpabilidad de la presunta víctima y que el alegado intento de fuga en el cual se basó la prisión preventiva nunca existió.  Señalan al respecto que la prisión preventiva no fue aplicada en forma excepcional, violándose el derecho de la señora de Andrade a la presunción de inocencia.  Indican por otra parte que la única pieza fundamental utilizada por la Fiscalía fue el libro “Deus, a grande farsa” escrito por la presunta víctima.  De acuerdo a los peticionarios, se tergiversó completamente el contenido de dicho libro así como la verdadera intención de la autora.  Califican la actitud de la fiscalía como una persecución ideológica, lo cual, de acuerdo a los peticionarios, resultaría en una violación al derecho a la libertad de opinión y expresión. 
9. Por otra parte, señalan que “es interminable la lista de calumnias e injurias que transmiten casi todos los medios de comunicación de Brasil” involucrando a la presunta víctima y a LUS con una serie de crímenes cometidos contra niños.  Indican que durante el juicio los medios de comunicación divulgaron de manera tendenciosa parte de lo que ocurría dentro del plenario, manipulando la opinión pública.  Según los peticionarios, “Valentina de Andrade ha sido escogida para ser el chivo expiatorio de todos los casos de desaparición de niños en Brasil”.  Señalan que “el pésimo proceder de la Fiscalía y de la prensa ha resultado en que las investigaciones se desvíen y en vez de buscar a los verdaderos criminales, intenten culpar a una secta inexistente que sacrificaría niños al mando de [la señora de Andrade]”.
10. El 5 de diciembre de 2003 el Tribunal de Jurados (Tribunal do Júri) absolvió a la señora de Andrade por falta de prueba, siendo liberada el mismo día, y condenó a los otros cuatro acusados.  Refiriéndose a los tres meses que permaneció en prisión preventiva, los peticionarios alegan que dicha privación de libertad fue arbitraria debido a la falta de sustento jurídico.  Denuncian además la existencia de malas condiciones de detención.  Señalan al respecto que no se le proporcionó adecuada atención médica a la presunta víctima.  Resaltan además que al momento de la privación de la libertad la señora de Andrade tenía más de 70 años de edad, a pesar de lo cual el juez negó revocar la prisión preventiva.  En comunicación recibida el 14 de agosto de 2009 alegan que, debido a los malos tratos y a la falta de atención médica, la presunta víctima sufrió, entre otros, desmayos, convulsiones y pérdida de memoria.
11. Mencionan los peticionarios que el Ministerio Público y la Asistencia de Acusación apelaron la absolución decidida por el Tribunal de Jurados.  Ambos alegaron que la decisión fue contraria a la prueba disponible y la Asistencia de Acusación alegó además la existencia de quiebra de incomunicabilidad del jurado.  Debido a las sospechas de dicha quiebra de incomunicabilidad se inició una investigación policial la cual, según los peticionarios, concluyó que no hubo contacto entre el jurado y las partes o cualquier persona vinculada con la presunta víctima o sus abogados.  Indican los peticionarios que, a pesar del resultado de la investigación policial, el 28 de abril de 2005 la 1era Cámara Criminal del Tribunal de Justicia del Estado de Pará, con base en la alegada quiebra de incomunicabilidad, anuló la sesión del jurado que absolvió a la señora de Andrade.  Contra dicha nulidad los abogados de la presunta víctima interpusieron varios recursos entre los años 2005 y 2007, los cuales fueron denegados.
12. De acuerdo a la información disponible, en uno de los recursos tramitado ante el Superior Tribunal de Justicia los abogados de la presunta víctima interpusieron una solicitud incidental de extinción de la pretensión punitiva dado que la señora de Andrade había cumplido 70 años de edad, motivo por el cual el plazo de prescripción se reduce a la mitad.  El 10 de febrero de 2009, el Supremo Tribunal de Justicia decretó la prescripción de la pretensión punitiva en la causa contra la presunta víctima, con lo cual se extinguió el proceso penal.  
13. De acuerdo a los peticionarios, la extinción de la causa no libera al Estado brasileño de su responsabilidad al no haber cumplido totalmente con las garantías procesales de la señora de Andrade.  Al respecto señalan que si bien la presunta víctima tuvo acceso a recursos judiciales, los tiempos procesales fueron manipulados para que los mismos no resultaran efectivos, violándose de esta forma el derecho de toda persona a ser oída dentro de un plazo razonable.  Señalan los peticionarios que, al mes de agosto de 2009, cuatro recursos presentados por los abogados de la presunta víctima entre los años 2005 y 2007, tres de hábeas corpus y un agravo de instrumento, continuaban aún pendientes de resolución.  Ello, de acuerdo a los peticionarios, demuestra que Brasil no cumple con los plazos procesales y que el sistema de justicia brasileño padece de demoras injustificadas.  Asimismo, indican que el Estado brasileño permitió que la causa contra la señora de Andrade, la cual debería haber sido resuelta en forma urgente, durara 17 años.  

14. Indican además que, a pesar de la prescripción de la causa, “es imposible que [la señora de Andrade] camine por cualquier calle de Brasil sin ser señalada como asesina, discriminada, insultada y hasta su integridad física corre riesgo debido a la desprotección de la cual el Estado denunciado es responsable”.  Señalan que fue el Estado quien generó dicha situación a través de la manipulación de los medios de comunicación y de la actitud de ciertas autoridades públicas.  Respecto a esto último, alegan que la Comisión Federal que acompañó el juicio manifestó públicamente su desacuerdo con la decisión del Tribunal de Jurados y que el Secretario de Derechos Humanos recomendó a la policía federal investigar la alegada quiebra de incomunicabilidad del jurado.  
15. Por último, los peticionarios alegan que la petición también fue presentada a favor de la organización LUS, por ser ésta una víctima más de los hechos denunciados.  Indican que la Comisión Directiva de LUS no presentó recurso alguno a nivel interno debido a que la organización no fue denunciada por el Ministerio Público en el proceso penal, motivo por el cual no pueden iniciar acción alguna para defender la inocencia de LUS y de sus integrantes en el contexto de dicho proceso.  Por otra parte, señalan entre otros que LUS no cuenta con filiales en Brasil; que en las dos oportunidades en que miembros de la organización se trasladaron a Pará, la seguridad de los mismos estuvo comprometida por lo que debieron abandonar el país; y que la investigación abierta a solicitud del gobierno federal respecto a la alegada participación de LUS en estos hechos es confidencial por lo cual no pueden presentar acción alguna.  En comunicación de fecha 3 de febrero de 2011 los peticionarios mencionaron que los socios de LUS interpusieron tres demandas civiles contra funcionarios públicos, las cuales no habrían prosperado.  Los peticionarios no ofrecen información adicional respecto a cómo la organización LUS se habría visto afectada por los hechos denunciados.
16. En la petición original los peticionarios alegaron la violación por parte del Estado brasileño de los derechos consagrados en los artículos 2, 3, 9, 11, 12, 18, 19, 27 y 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.  Ante el alegato del Estado respecto a la falta de competencia de la CIDH para analizar presuntas violaciones de instrumentos que no integren el sistema interamericano, los peticionarios alegaron la violación de los artículos 1.1, 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana.

B.
Posición del Estado
17. El Estado solicita que la Comisión Interamericana declare inadmisible la petición debido a que los hechos alegados no caracterizarían una violación a los derechos consagrados en la Convención Americana y a que no se habrían agotados los recursos internos.
18. De acuerdo al Estado, la petición ofrece una versión parcial de los hechos dado que se respetaron todas las garantías del debido proceso de la presunta víctima, quien en todo momento tuvo asegurado el ejercicio del contradictorio, una amplia defensa, así como los recursos inherentes a la misma.  Señala además que la inconformidad con la forma en la que fueron conducidos los procedimientos judiciales en el ámbito interno no justifica la presentación de una petición ante el sistema interamericano.  Al respecto, manifiesta que la CIDH no puede revisar sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia con base en normas preexistentes, salvo cuando existan flagrantes violaciones a los derechos humanos, lo cual, de acuerdo al Estado, no es el caso en los hechos denunciados.  Por último, con posterioridad a la extinción de la causa penal contra la presunta víctima, el Estado alegó que dicha decisión demuestra la falta de caracterización de las violaciones alegadas.
19. El Estado manifiesta que la prisión preventiva dictada contra la presunta víctima no fue arbitraria ya que fue decretada para asegurar la aplicación de la ley penal, causal establecida en el artículo 312 del Código del Proceso Penal brasileño.  Señala que la señora de Andrade, según informe de la Superintendencia de la Policía Federal del Estado de Sao Paulo, intentó embarcar con destino a Buenos Aires el 2 de septiembre de 2003, día en que debía presentarse a una audiencia, motivo por el cual las autoridades decretaron la prisión preventiva.  Indica que los abogados de la presunta víctima solicitaron la revocación de dicha medida y presentaron un hábeas corpus, recursos que fueron rechazados debido a la inconsistencia de los argumentos esgrimidos.  
20. En relación con la alegada falta de atención médica, señala el Estado que la solicitud de detención hospitalaria presentada por los abogados de la presunta víctima fue rechazada debido a que, para ello, debe comprobarse la existencia de una situación particularmente grave que no pueda ser tratada en el establecimiento carcelario.  Indica que en el presente caso, según informe médico legal realizado por orden del juez penal, la presunta víctima no padecía ninguna enfermedad grave.  Señala el Estado que la señora de Andrade sufría de hipertensión arterial, condición que estaba siendo controlada con medicación, por lo cual no se justificaba el traslado a un hospital.
21. Respecto al proceso penal, el Estado narra que el Ministerio Público Estadual, con base en varias pruebas, presentó acusación contra la señora de Andrade el 6 de septiembre de 1993 por presunta autoría intelectual en los mencionados crímenes ocurridos en Altamira.  El Estado se refiere asimismo a la complejidad del asunto.  Indica al respecto que en casos como el presente la autoria mediata es extremadamente difícil de comprobar dado que el autor intelectual de los crímenes no participa efectivamente en la conducta material de los mismos.  Señala en tal sentido que la ausencia de una prueba irrefutable, como por ejemplo una confesión, no le quita credibilidad a las demás pruebas, tales como el testimonio de incontables testigos. 
22. Por otra parte, respecto a la alegada violación al derecho a la libertad de expresión, el Estado señala que Brasil respeta la pluralidad de ideas y credos.  De acuerdo al Estado, el hecho que a la señora de Andrade se le haya permitido publicar y comercializar su libro “Deus, a grande farsa” demuestra que no se le impidió expresar sus pensamientos.  
23. Sobre el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, el Estado manifestó inicialmente que los recursos presentados contra la decisión que anuló la sesión del jurado se encontraban aún pendientes, por lo cual no se cumplía con dicho requisito.  En nota de fecha 12 de abril de 2010, esto es, luego de declarada la prescripción de la acción penal contra la presunta víctima, el Estado alegó la falta de agotamiento de los recursos internos por considerar que, en caso de sentirse lesionada en sus derechos, la señora de Andrade podría presentar una acción civil de daños morales y materiales contra el Estado brasileño.
24. En comunicación recibida el 29 de mayo de 2009, el Estado manifestó que la petición debe además ser declarada inadmisible por fundarse exclusivamente en la Declaración Universal de Derechos Humanos, respecto a la cual los órganos del sistema interamericano de protección de los derechos humanos no tienen competencia.  Señala al respecto que si bien estos órganos pueden, al analizar supuestas violaciones a la Convención Americana, tener en cuenta instrumentos internacionales que no formen parte del cuerpo normativo interamericano, no pueden admitir una denuncia que tenga como fundamento único y exclusivo violaciones a tratados internacionales que no integren el sistema interamericano. 
25. En conclusión, con base en todo lo indicado ut supra, el Estado sostiene que la petición es inadmisible y solicita a la CIDH que así lo declare.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia 
26. La Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Brasil, Estado Parte en dicho tratado.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  La Comisión tiene también competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
27. La petición señala como presuntas víctimas a una persona individual, la señora Valentina de Andrade, respecto de quien el Estado de Brasil se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  La petición señala además como presunta víctima a la asociación Lineamiento Universal Superior, asociación civil sin fines de lucro registrada en la República Argentina, cuya imagen habría sido afectada a raíz de los hechos denunciados.  Al respecto, cabe recordar que el concepto de persona dispuesto en el artículo 1(2) de la Convención Americana no incluye a las personas jurídicas.  Con base en ello, la Comisión ha entendido que carece de competencia ratione personae para examinar denuncias referentes a los derechos de las personas jurídicas
.  Asimismo, en el presente caso los peticionarios no han especificado si los actos presuntamente arbitrarios afectaron por conexidad los derechos humanos de las personas naturales asociadas o de cualquier manera relacionadas con la persona jurídica
.  
28. Por lo tanto, la CIDH posee competencia activa respecto únicamente a las alegadas violaciones a los derechos de la señora de Andrade.  En relación con su competencia pasiva, la Comisión Interamericana señala que Brasil es un Estado parte en la Convención Americana desde el 25 de septiembre de 1992, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  
B. Requisitos de Admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
29. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.  
30. En la petición original los peticionarios alegaron que no se les permitió el acceso a los recursos de la jurisdicción interna debido “a la voracidad del tiempo que apremia y al delicado estado de salud [de la presunta víctima]”.  Indicaron asimismo que existía retardo injustificado en la resolución de los recursos pendientes al momento de la presentación de la petición.  Con posterioridad a la extinción de la causa penal por prescripción, los peticionarios no alegaron expresamente el agotamiento de los recursos internos ni argumentaron la existencia de una excepción al agotamiento.   El Estado por su parte alegó inicialmente que los recursos presentados contra la anulación de la decisión del Tribunal de Jurados se encontraban aún pendientes, motivo por el cual no se habían agotado los recursos internos.  Con posterioridad a la prescripción de la acción penal, el Estado alegó que la señora de Andrade podría presentar una acción civil de daños morales y materiales contra el Estado brasileño.

31. De acuerdo a la información disponible, el 6 de septiembre de 1993 el Ministerio Público de Pará presentó acusación contra la señora de Andrade.  El inicio del juicio tuvo lugar en agosto de 2003 y el 4 de septiembre del mismo año se decretó la prisión preventiva en contra de la presunta víctima.  El 5 de diciembre de 2003 el Tribunal de Jurados absolvió a la señora de Andrade, quien fue liberada el mismo día.  El 28 de abril de 2005 la 1era Cámara Criminal del Tribunal de Justicia del Estado de Pará otorgó el recurso de apelación interpuesto por la Asistencia de Acusación y anuló la sesión en la que fue decidida la absolución debido a una quiebra en la incomunicabilidad del jurado.  La presunta víctima presentó varios recursos contra dicha decisión, los cuales fueron rechazados.  Finalmente, el 10 de febrero de 2009, a raíz de un recurso incidental presentado por la presunta víctima, el Supremo Tribunal de Justicia decretó la prescripción de la pretensión punitiva en la causa contra la señora de Andrade, con lo cual quedó extinguido el procedimiento penal.
32. El objeto de la presente petición es el proceso penal iniciado contra la señora de Andrade y las respectivas presuntas violaciones al debido proceso y a la libertad personal en perjuicio de la presunta víctima.  Por otra parte, cabe destacar que la Comisión Interamericana se pronuncia sobre este requisito convencional al momento de efectuar el análisis de admisibilidad y no al tiempo de la presentación de la denuncia
.  
33. Por lo tanto, con base en la información disponible y en los alegatos de las partes, la CIDH concluye que en el presente caso se ha cumplido con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana toda vez que se extinguió la acción penal por medio de sentencia definitiva del Supremo Tribunal de Justicia
.
2.
Plazo de presentación de la petición
34. El artículo 46(1)(b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  
35. En la petición bajo análisis, la decisión que agotó los recursos de jurisdicción interna fue dictada con posterioridad a la presentación de la presente petición.  Por lo tanto, la Comisión concluye que la presente petición cumple con el requisito establecido en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
36. La Comisión Interamericana entiende que la presente petición no está pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, y que no es sustancialmente la reproducción de ninguna petición anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional.  La CIDH toma nota que en la petición original los peticionarios mencionan que con anterioridad a la presentación de la presente petición ante la CIDH, se presentó ante la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos una denuncia por la alegada prisión arbitraria de la señora de Andrade.  Los peticionarios no dan detalle alguno al respecto ni informan sobre el contenido de dicha denuncia, limitándose a indicar que no recibieron respuesta del organismo internacional.
37. La Comisión Interamericana ha sostenido que para que se considere que en un caso hay duplicación o cosa juzgada internacional se requiere que la petición esté siendo considerada, o haya sido decidida, por un organismo internacional que tenga competencia para adoptar decisiones sobre los hechos específicos contenidos en la petición, y medidas tendientes a la efectiva resolución de la disputa de que se trate
.  En el presente caso, los hechos contenidos en la denuncia presentada ante la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos parecerían ser más acotados que los alegados ante la CIDH y, por otra parte, según indican los peticionarios no se habría dado trámite a la denuncia presentada ante al sistema universal de derechos humanos.

38. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención.

4.
Caracterización de los hechos alegados
39. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) de dicho artículo.  El criterio para analizar la admisibilidad difiere del utilizado para el análisis del fondo de la petición dado que la Comisión sólo realiza un análisis prima facie para determinar si los peticionarios establecen la aparente o posible violación de un derecho garantizado por la Declaración Americana.  
40. Los peticionarios sostienen que el Estado brasileño violó los artículos 1.1, 4, 5, 8, 19 y 25 de la Convención Americana en perjuicio de la señora de Andrade.  Alegan además que se vulneraron los derechos a la libertad personal y a la libertad de pensamiento y expresión de la presunta víctima.  El Estado por su parte manifiesta que los hechos alegados no caracterizan una violación de los derechos consagrados en la Convención Americana.  La Comisión procederá entonces a analizar si los hechos denunciados configuran una posible violación de los artículos de la Convención.
41. De acuerdo a la información disponible, la señora de Andrade fue objeto de prisión preventiva desde el 4 de septiembre al 5 de diciembre de 2003.  Señalan los peticionarios que dicha medida fue arbitraria, motivo por el cual se habría violado el principio de presunción de inocencia.  La CIDH ha establecido que “la detención preventiva es una medida excepcional que se aplica solamente en los casos en que haya una sospecha razonable de que el acusado podrá evadir la justicia, obstaculizar la investigación preliminar intimidando a los testigos, o destruir evidencia”
.  De acuerdo a la información disponible, la prisión preventiva en el presente caso fue dictada para asegurar la aplicación de la ley penal, causal establecida en el artículo 312 del Código del Proceso Penal.  Según el Estado, la medida fue dictada con base en un informe de la Superintendencia de la Policía Federal del Estado de Sao Paulo según el cual la presunta víctima intentó fugarse del país el día en que debía comparecer a una audiencia.  Por lo tanto, tras una revisión del expediente, la CIDH considera que los peticionarios no han presentado elementos suficientes para caracterizar prima facie una posible violación al respecto.
42. Los peticionarios alegan asimismo que durante su detención no se le brindó a la señora de Andrade atención médica adecuada.  El Estado por su parte indica que el informe médico legal realizado por orden del juez penal constató que la presunta víctima padecía únicamente de hipertensión arterial, condición que estaba siendo tratada con medicación, por lo cual no ameritaba el traslado a un hospital.  De la información disponible no surge que existan indicios suficientes que permitan inferir prima facie una posible violación al derecho a la integridad de la señora de Andrade respecto a las condiciones de detención.
43. La Comisión Interamericana toma nota que los peticionarios contaron con representación legal privada a lo largo de todo el procedimiento, que tuvieron la oportunidad de interponer varios recursos judiciales y que finalmente un recurso interpuesto por la defensa de la señora de Andrade solicitando la prescripción de la causa fue otorgado, con lo cual se extinguió el proceso penal.  
44. Respecto a la duración del proceso penal, de la información proporcionada por las partes surge que el 6 de septiembre de 1993 el Ministerio Público Estadual presentó acusación contra la señora de Andrade; en agosto de 2003 se inició el juicio; el 5 de diciembre del mismo año el Tribunal de Jurados absolvió a la presunta víctima; dicha sesión del jurado fue anulada por el Tribunal de Justicia del Estado de Pará el 28 de abril de 2005 con base en la quiebra de la incomunicabilidad del jurado; y luego de la interposición de varios recursos por parte de la defensa, el 10 de febrero de 2009 el Supremo Tribunal de Justicia decretó la prescripción de la pretensión punitiva, con lo cual se extinguió el proceso penal.  
45. Por lo tanto, de los casi 16 años en que la presunta víctima permaneció formalmente acusada, los primeros diez correspondieron a la etapa de instrucción preliminar y preparación del juicio; y los casi seis años restantes correspondieron al juicio por jurado, al estudio relativo a la quiebra de la incomunicabilidad del jurado, y a los recursos presentados contra la anulación de la sesión que absolvió a la presunta víctima.  En relación con la duración del procedimiento, el Estado se ha referido a la especial complejidad de la causa.  Cabe destacar al respecto que los hechos objeto del proceso involucraron cinco crímenes cometidos en distintas fechas así como a un gran número de testigos provenientes de varios puntos del país.  A ello se suma el hecho que, a raíz de la quiebra de la incomunicabilidad del jurado, se debió reiniciar el juicio.  
46. En el presente caso, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir, de las actuaciones judiciales, acciones u omisiones que tiendan a caracterizar violaciones al debido proceso bajo la Convención Americana.  La interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH
.  La información disponible indica que la demora en el juicio se debió, en particular, a la complejidad de la causa y al hecho que el juicio debió reiniciarse por la quiebra en la incomunicabilidad del jurado.  Por lo tanto, evaluando las circunstancias del caso y el hecho que, salvo tres meses, la presunta víctima permaneció en libertad durante el proceso, la Comisión Interamericana no cuenta con elementos suficientes para determinar prima facie la existencia de una demora indebida en el proceso.
47.   Por último, en relación con el hecho que la Fiscalía, entre las distintas pruebas, haya presentado pasajes de un libro publicado por la presunta víctima, la CIDH estima que ello no parece constituir un indicio de una violación al derecho a la libertad de pensamiento y expresión de la señora de Andrade.  Desde una perspectiva prima facie, los elementos presentados no son suficientes para caracterizar una posible violación a tal derecho.  
48. En suma, de los alegatos de las partes y de la prueba obrante en el expediente, no se desprenden hechos que caractericen violación al derecho de protección y garantías judiciales ni que se haya impedido a la presunta víctima el acceso a los recursos de jurisdicción interna.  En igual sentido, no se infiere que se haya violado el derecho de la presunta víctima a la vida, a la integridad y libertad personal, ni a la libertad de pensamiento y expresión.  Respecto al derecho consagrado en el artículo 19 de la Convención, los peticionarios no han alegado los hechos que caracterizarían su violación
49. La Comisión concluye, a la luz de lo anteriormente expuesto, que los hechos alegados no tienden a caracterizar una violación de derechos reconocidos en la Convención Americana y, por tanto, la petición debe ser declarada inadmisible.
V.
CONCLUSIONES

50. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido en el artículo 47(b) de la Convención Americana, debido a que no expone hechos que constituyan violación alguna a los derechos protegidos por dicha Convención.
 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar inadmisible el presente caso. 
2. Notificar la presente decisión a las partes.

3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Los peticionarios solicitaron expresamente que se mantenga la reserva de sus identidades.


� CIDH, Informe Nº 40/05, Petición 12.139, Inadmisibilidad, José Luis Forzanni Ballardo, Perú, 9 de marzo de 2005, párr. 35. 


� CIDH, Informe Nº 72/11, Petición 1164-05, Admisibilidad, William Gómez Vargas, Costa Rica, 31 de marzo de 2011, párr. 33.


� CIDH, Informe No. 146/10, Petición 212-05, Admisibilidad, Manuel Santiz Culebra y otros – Masacre de Acteal, México, 1 de noviembre de 2010, párr. 39.


� Ver, mutatis mutandi, CIDH, Informe Nº 73/08, Petición 1236-06, Admisibilidad, Gabriel Sales Pimenta, Brasil, 17 de octubre de 2008, párr. 31.


� CIDH, Informe No. 23/06, Petición 71-03, Admisibilidad, Miembros del Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Educación (ATRAMEC), El Salvador, 2 de marzo de 2006, párr. 26.


� CIDH, Informe Nº 12/96, Caso 11.245, Fondo, Jorge A. Giménez, Argentina, 1 de marzo de 1996, párrafo 84 citado en CIDH, Informe No. 86/09, Caso No. 12.553, Fondo, Jorge, José y Dante Peirano Basso, Uruguay, 6 de agosto de 2009, párr. 88. 


� CIDH, Informe N° 157/10, Petición 696-03, Inadmisibilidad, Marcelo Sánchez Mourazos, Argentina, 1 de noviembre de 2010, párr. 51.
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